RECURSO DE REVISIÓN 560/2018-2


San Luis Potosí, S.L.P. a 25 veinticinco de marzo de 2019, dos mil diecinueve.
Téngase por recibido y agréguese a los presentes autos escrito, signado por la parte recurrente, de 07 siete de marzo de 2019, dos mil diecinueve, recibido en la oficialía de Partes de esta Comisión el 08 ocho de marzo del referido año.
Visto el contenido del escrito de cuenta, se tiene a la recurrente por realizando manifestaciones de inconformidad, en el sentido de que este organismo se aparta de la normatividad, deja de pronunciarse respecto de si está cumplida o  no la resolución y de forma inusitada y además desnaturalizado el procedimiento, va mas allá de lo resuelto y de forma inexplicable guía o encamina al ente obligado a que emita una respuesta en un sentido no previsto en la resolución de fecha 19 de septiembre de 2018, que lisa y llanamente revoca la respuesta del ente obligado para efectos de otorgar la información solicitada.
Al respecto dígase que, en primer término, conforme al artículo 184 de la Ley de la Materia, si bien es cierto que menciona que esta Comisión dará vista al recurrente para lo que a su derecho convenga, también lo es que no exime a esta Comisión de otorgar las vistas necesarias respecto a información nueva que remita el sujeto obligado a efecto de atender a la resolución.

“ARTÍCULO 184. Transcurrido el plazo señalado en el artículo anterior, el sujeto obligado deberá informar a la CEGAIP sobre el cumplimento de la resolución. La CEGAIP verificará de oficio la calidad de la información y, a más tardar al día siguiente de recibir el informe, dará vista al recurrente para que, dentro de los cinco días siguientes, manifieste lo que a su derecho convenga. Si dentro del plazo señalado el recurrente manifiesta que el cumplimiento no corresponde a lo ordenado por la CEGAIP, deberá expresar las causas específicas por las cuales así lo considera.”
En segundo término, el procedimiento que se lleva a cabo es en beneficio del recurrente, esto de conformidad con el Articulo 8 Fracciones I, II, III y IV, de la Ley de la Materia, ya que con base en esos principios resulta claro que esta Comisión no busca favorecer a ninguna de las partes, máxime que se busca tutelar el derecho de acceso a la información y así llegar al cumplimiento a la resolución para que el recurrente se allegue a la información solicitada.

En tercer término, de acuerdo a sus manifestaciones realizadas en un primer momento, es decir mediante escrito presentado ante esta Comisión en 14 catorce de noviembre de 2018, dos mil dieciocho, este Órgano Garante requirió al sujeto obligado la inexistencia de la información conforme a los artículos 160 y 161 de la Ley de la Materia
De ahí que, esta Comisión de Transparencia no puede aplicar sanción alguna esto de conformidad con los artículos 190 y 197 de la Ley de la Materia, ya que no se advierte omisión alguna del sujeto obligado en cumplimiento a la resolución, y además declaró la inexistencia en razón de que el oficio DRH/2210/2018 emitido por la Directora de Recursos Humanos se apunta que esta manifestó que por lo que respecta a los demás profesionistas no se cuenta con cédula profesional en su expediente personal y que obra en dicha dirección. 
“ARTÍCULO 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones:

I. Amonestación pública o privada, y

II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente.

El incumplimiento de los sujetos obligados será difundido en el portal de obligaciones de transparencia de la CEGAIP y considerados en las evaluaciones que realicen éstos.

En caso de que el incumplimiento de las determinaciones de la CEGAIP implique la presunta comisión de un delito o una de las conductas señaladas en el artículo 197 de esta Ley, ésta deberá denunciar los hechos ante la autoridad competente.

Las medidas de apremio de carácter económico no podrán ser cubiertas con recursos públicos.
ARTÍCULO 197. Son causas de sanción por incumplimiento de las obligaciones establecidas en la materia de la presente Ley, las siguientes conductas:

I. La falta de respuesta a las solicitudes de información en los plazos señalados en la normatividad aplicable;

II. Actuar con negligencia, dolo o mala fe durante la sustanciación de las solicitudes en materia de acceso a la información o bien, al no difundir la información relativa a las obligaciones de transparencia previstas en la presente Ley;

III. Incumplir los plazos de atención previstos en la presente Ley;

IV. Usar, sustraer, divulgar, ocultar, alterar, mutilar, destruir o inutilizar, total o parcialmente, sin causa legítima, conforme a las facultades correspondientes, la información que se encuentre bajo la custodia de los sujetos obligados y de sus Servidores Públicos o a la cual tengan acceso o conocimiento con motivo de su empleo, cargo o comisión;
V. Entregar información incomprensible, incompleta, en un formato no accesible, una modalidad de envío o de entrega diferente a la solicitada previamente por el usuario en su solicitud de acceso a la información, al responder sin la debida motivación y fundamentación establecidas en esta Ley;

VI No actualizar la información correspondiente a las obligaciones de transparencia en los plazos previstos en la presente Ley;

VII. Declarar con dolo o negligencia la inexistencia de información cuando el sujeto obligado deba generarla, derivado del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones;

VIII. Declarar la inexistencia de la información cuando exista total o parcialmente en sus archivos;

IX. No documentar con dolo o negligencia, el ejercicio de sus facultades, competencias, funciones o actos de autoridad, de conformidad con la normatividad aplicable;

X. Realizar actos para intimidar a los solicitantes de información o inhibir el ejercicio del derecho;

XI. Denegar intencionalmente información que no se encuentre clasificada como reservada o confidencial;

XII. Clasificar como reservada, con dolo o negligencia, la información sin que se cumplan las características señaladas en la presente Ley. La sanción procederá cuando exista una resolución previa del organismo garante, que haya quedado firme;

XIII. No desclasificar la información como reservada cuando los motivos que le dieron origen ya no existan o haya fenecido el plazo, cuando el organismo garante determine que existe una causa de interés público que persiste o no se solicite la prórroga al Comité de Transparencia;

XIV. No atender los requerimientos establecidos en la presente Ley, emitidos por los Organismos garantes, o

XV. No acatar las resoluciones emitidas por los Organismos garantes, en ejercicio de sus funciones.”

Ahora bien, esta Comisión como órgano de autoridad en el derecho de acceso a la información pública en el Estado, tiene por objeto fundamental vigilar el cumplimiento a la presente Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como de las resoluciones dictadas por esta Comisión, con fundamento en los artículos 27, 181 y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, procede a analizar el cumplimiento a la resolución de 19 diecinueve de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, dictada en el presente asunto, con base en las constancias que obran en autos.

En la resolución que nos ocupa esta Comisión revocó la respuesta otorgada por el sujeto obligado y por lo tanto lo conmina a que emita otra en la que: 
“Copia simple de la cédula profesional de los siguientes servidores judiciales:

1. Presidente y Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia
2. Integrantes del Consejo de la Judicatura

3. Secretario Ejecutivo de Pleno y Carrera Judicial, Secretario Ejecutivo de Administración, Secretario Ejecutivo de Vigilancia y Disciplina.

4. Director del Instituto de Estudios Judiciales, Director Jurídico, Director del Archivo Judicial; Director de Recursos Financieros; Director de Recursos Humanos; Director de Recursos Materiales; Director de Tecnologías de la Información; Director del Centro de Mediación.” (sic).
Por lo que, en acatamiento al mencionado fallo dictado en el presente expediente, con fecha de 24 veinticuatro de octubre de 2018, dos mil dieciocho, el sujeto obligado remitió a esta Comisión para justificar el cumplimiento las siguientes constancias: 
a) Oficio número UIP-691-2018, signado por el Director de la Unidad de Transparencia del Poder Judicial del Estado, de 24 veinticuatro de octubre de 2018, dos mil dieciocho, mediante el cual pretende dar cumplimiento dictado por este Órgano Colegiado.
b) Oficio UIP/692/2018, signado por el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, de 24 veinticuatro de octubre de 2018, dos mil dieciocho, a través del cual pretende dar cumplimiento al fallo dictado por este Órgano Colegiado. 
c) Copia fotostática certificada de la impresión de pantalla del correo electrónico institucional del sujeto obligado, enviado a la dirección electrónica señalada por la parte recurrente para recibir notificaciones, de 19 diecinueve de octubre de 2018, dos mil dieciocho, del que se advierte un archivo adjunto denominado como “SAI 178-2018 RR 560-2018-2.pdf”.
d) Oficio UIP/677/2018, de 18 dieciocho de octubre de 2018, dos mil dieciocho, correspondiente al oficio de notificación realizada a la peticionaria, signado por el Director de la Unidad de Transparencia del Poder Judicial del Estado.
e) Oficio DRH/2210/2018, de 10 diez de octubre de 2018, dos mil dieciocho, signado por la Directora de Recursos Humanos, en el cual menciona que anexa 22 veintidós copias simples en versión pública de las Cédulas solicitadas para dar cumplimiento a la presente resolución.
f) 22 veintidós copias simples en versión pública de las Cédulas Profesionales solicitadas.
Del estudio a las constancias descritas, esta Comisión advirtió que el sujeto obligado pretendió acreditar la entrega de los documentos que contienen la información referente a las Cédulas Profesionales, sin embargo, de las constancias que obran en autos se advierte que la información que le fue entregada está incompleta, toda vez que la propia Directora de Recursos Humanos señaló en el expediente personal que obra en la Dirección no se cuenta con la Cédula de los profesionistas que describió en el propio oficio número DRH/2210/2018 de 10 diez de octubre de 2018, dos mil dieciocho, signado por la Directora de Recursos Humanos.
Bajo ese contexto, mediante proveído de 05 cinco de febrero de 2019, dos mil diecinueve, esta unidad de ponencia consideró indispensable requerir al sujeto obligado en un término de 03 tres días, a efecto de que gestionara ante todas las áreas, unidades o departamentos que debieran tener la información solicitada de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, y realizar una búsqueda exhaustiva y razonable de esta, o en su defecto se declarara la inexistencia de las Cédulas Profesionales de los servidores públicos faltantes, de conformidad con el Artículo 160, fracciones I y II y 161 y que a la letra dicen:
ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia: 

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información; 

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento; 
 […]

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.”
Por consiguiente, en auto de 26 veintiséis de febrero de 2018, tuvo por recibido en la oficialía de partes de esta Comisión oficio número UT-124-2018, signado por el Director de la Unidad de Transparencia, en atención al proveído de 05 cinco de febrero de 2019, dos mil diecinueve, remitió las siguientes constancias:
a) Oficio UT/116/2019, signado por el Comité de la Unidad de Transparencia, relativo al oficio de notificación dirigido a la peticionaria, del que se aprecia el contenido de la convocatoria y acuerdo, emitidos en la sesión extraordinaria de 08 ocho de febrero de 2018, dos mil dieciocho, en razón de la declaración de inexistencia.
b) Copia fotostática certificada de la impresión de pantalla del correo electrónico institucional del sujeto obligado enviado a la dirección electrónica señalada por la parte recurrente para recibir notificaciones, de 11 once de febrero de 2019, dos mil diecinueve.
Ahora bien, de la revisión de las constancias descritas, en relación con las fracciones que integran el artículo 160 fracción I y II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí se advierte que:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información; 

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento; 
Ambos elementos se encuentran acreditados, ya que el sujeto obligado hace mención de que conforme  a lo establecido en el artículo 54 del Reglamento Interior del Consejo de la Judicatura, que es el ordenamiento normativo que regulan las facultades y obligaciones de la Dirección de Recursos Humanos, no es una obligación de la referida Dirección o de ninguna otra área del Poder Judicial resguardar documentos que no sean requisitos de ley para emitir tales nombramientos, por lo que no es una obligación tener un archivo de las Cédulas profesionales de dichos empleados, pues la existencia de las mismas no es una condición para sus nombramientos.

Así entonces, de las constancias descritas es dable determinar que se encuentra debidamente cumplida la resolución dictada, porque el sujeto obligado comprobó haber notificado y entregado al recurrente de manera personal la información que se conminó a permitir el acceso y entregar, así como a justificar de manera fundada y motivada la inexistencia de la información que no obra en los archivos de la Dirección de Recursos Humanos.
Lo anterior se asevera, porque del correo electrónico enviado a la parte recurrente por el Jefe de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado, 11 once de febrero de 2019, dos mil diecinueve, a través del cual pone de conocimiento el acuerdo emitido en sesión extraordinaria de fecha 08 ocho de febrero de 2018 dos mil dieciocho, por el Comité de Transparencia del Poder Judicial del Estado, correo que fue enviado precisamente a la dirección electrónica que la parte recurrente señaló en su recurso de revisión pues de la notificación se advierte que coincide con el correo electrónico que la recurrente señaló y que después aparece el carácter que separa el usuario y el dominio en las direcciones electrónicas –comúnmente conocido como @ arroba–; y luego aparece el dominio al que pertenece y que es outlook –que es el nombre de la empresa o institución a la cual pertenece el nombre del usuario–; y por último se observa el “.com” –que es la actividad de la empresa– dicho en otras palabras, el correo electrónico que la parte recurrente señaló para recibir las notificaciones coincide con el que la autoridad le envió al promovente el correo arriba señalado, circunstancia que otorga certidumbre a esta Comisión de que la parte recurrente tuvo oportuno conocimiento de la respuesta emitida, así como de la información proporcionada y en la modalidad solicitada.

Así pues, es dable asentar que la resolución de mérito se encuentra debidamente cumplida, pues el sujeto obligado acreditó por una parte de manera fehaciente la entrega de la información, y por otra parte  justificó la inexistencia, de manera personal, esto es en la modalidad electrónica, por lo que esta Comisión posee la certeza de que en efecto se entregó la información aquí ordenada, sin que en su oportunidad el inconforme presentara probanza alguna tendiente a desvirtuar la legalidad de las constancias remitidas por el ente obligado, por lo que a juicio de este Órgano Colegiado el fallo de mérito se encuentra cabalmente cumplido.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 27, 181 y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se tiene por cumplida la resolución de 19 de septiembre de 2018, dos mil dieciocho, dictada en el recurso de revisión 560/2018-2 del índice de esta Comisión. 

Remítase en su oportunidad este expediente al Archivo de Concentración de este Órgano Colegiado. Notifíquese personalmente a las partes.
Así lo proveyó y firma la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Comisionada Presidenta de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, que actúa con la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe.
Lic. Paulina Sánchez Pérez del Pozo          Lic. Rosa María Motilla García

Comisionada Presidenta                              Secretaria de Pleno

